[image: image2.png]PROCURADURIA
CENERAL DE LA NACION




Procurador General


[image: image1.png]PROCURADURIA
CENERAL DE LA NACION





Procurador General

Concepto 5654

Bogotá, D.C., 17 de octubre de 2013
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.: 
Demanda de inconstitucionalidad contra una expresión del inciso segundo del artículo 166 del Decreto Ley 019 de 2012, “Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública”.



Actor: EDGAR JOSÉ NAMÉN AYUB.


Magistrado Ponente: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO. 


Expediente D-9834.


Concepto 5654
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2, y 278, numeral 5, de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que presentó en ejercicio de su ciudadanía EDGAR JOSÉ NAMÉN AYUB, quien actúa en nombre propio y en nombre y representación de la Asociación Nacional de Fondos de Empleados, “ANALFE”, entidad sin ánimo de lucro, contra una expresión del artículo166 del Decreto Ley 019 de 2012, cuyo texto se cita a continuación con lo demandado en negritas.
DECRETO 19 DE 2012

(Enero 10)

Diario Oficial No. 48.308 del 10 de enero de 2012

Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

En ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por el parágrafo 1º del artículo 75 de la Ley 1474 de 2011, y

CONSIDERANDO.

(…)
DECRETA:
(…)
CAPÍTULO XI.

TRÁMITES, PROCEDIMIENTOS Y REGULACIONES DEL SECTOR ADMINISTRATIVO DE COMERCIO, INDUSTRIA Y TURISMO

(…)

ARTÍCULO 166. DEL REGISTRO ÚNICO EMPRESARIAL Y SOCIAL. Al Registro Único Empresarial (RUE) de que trata el artículo 11 de la Ley 590 de 2000, que integró el Registro Mercantil y el Registro Único de Proponentes, se incorporarán e integrarán las operaciones del Registro de Entidades sin Ánimo de Lucro creado por el Decreto 2150 de 1995, del Registro Nacional Público de las personas naturales y jurídicas que ejerzan la actividad de vendedores de Juegos de Suerte y Azar de que trata la Ley 643 de 2001, del Registro Público de Veedurías Ciudadanas de que trata la Ley 850 de 2003, del Registro Nacional de Turismo de que trata la Ley 1101 de 2006, del Registro de Entidades Extranjeras de Derecho Privado sin Ánimo de Lucro con domicilio en el exterior que establezcan negocios permanentes en Colombia de que trata el Decreto 2893 de 2011, y del Registro de la Economía Solidaria de que trata la Ley 454 de 1998, que en lo sucesivo se denominará Registro Único Empresarial y Social -RUES-, el cual será administrado por las Cámaras de Comercio atendiendo a criterios de eficiencia, economía y buena fe, para brindar al Estado, a la sociedad en general, a los empresarios, a los contratistas, a las entidades de economía solidaria y a las entidades sin ánimo de lucro una herramienta confiable de información unificada tanto en el orden nacional como en el internacional.

Con el objeto de mantener la actualización del registro y garantizar la eficacia del mismo, la inscripción en los registros que integran el Registro Único Empresarial y Social, y el titular del registro renovará anualmente dentro de los tres primeros meses de cada año. El organismo que ejerza el control y vigilancia de las cámaras de comercio establecerá los formatos y la información requerida para inscripción en el registro y la renovación de la misma. Los registros mercantil y de proponentes continuarán renovándose de acuerdo con las reglas vigentes.

El organismo que ejerza el control y vigilancia de las cámaras de comercio regulará la integración e implementación del Registro Único Empresarial y Social, garantizando que, específicamente, se reduzcan los trámites, requisitos e información a cargo de todos los usuarios de los registros públicos y que todas las gestiones se puedan adelantar, además, por internet y otras formas electrónicas. La regulación que realice la autoridad competente deberá, en todo caso, hacerse en armonía con las disposiciones estatutarias y con las contenidas en códigos, respecto de los registros de que trata el presente artículo.

Los derechos por la prestación de los servicios registrales serán los previstos por la ley para el registro mercantil, el registro único de proponentes y el registro de entidades sin ánimo de lucro, según el caso. Las Cámaras de Comercio no podrán cobrar derechos de inscripción y renovación sobre los registros que se le trasladan en virtud del presente decreto-ley y que a la vigencia del mismo no los causan.

Los ingresos provenientes de los registros públicos y los bienes adquiridos con éstos, continuarán afectos a las funciones atribuidas a las Cámaras de Comercio por la ley o por el Gobierno Nacional en aplicación del numeral 12 del artículo 86 del Código de Comercio. En ningún caso los recursos de origen público podrán destinarse para sufragar operaciones o gastos privados de las Cámaras de Comercio. Los registros públicos que se le trasladan a las Cámaras de Comercio serán asumidos por éstas a partir del primero (1o.) de marzo de 2012.
1. Planteamiento de la demanda

El ciudadano Namén Ayub, considera que la expresión demandada del artículo 166 del Decreto 019 de 2012, vulnera los artículos 3, 113, 121, 123 y 150 numeral 10 de la Constitución Política. Aduce que las entidades sin ánimo de lucro no deberían renovar su inscripción en el Registro Único Empresarial, por cuanto el Presidente de la República al expedir la norma demandada creó un nuevo trámite con el que además, generó gastos en beneficios de las cámaras de comercio y por el contrario, estaba facultado para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la administración pública, de conformidad con lo  establecido en el parágrafo del artículo 75 de la Ley 1474 de 2011.  En sus palabras:

“En este orden de ideas, el Presidente de la República al expedir la norma impugnada, NO SUPRIMIÓ, NI REFORMÓ ningún trámite que existiera en la administración pública, por el contrario CREÓ un nuevo trámite (que le corresponde al Congreso, previo el procedimiento señalado en el inciso rimero del artículo 75 de la Ley 1474 de 2011), con el que además de generarle gastos a estas entidades, en beneficio de las Cámaras de Comercio, vulneró por exceso en las facultades conferidas, las normas constitucionales arriba transcritas…”
Para el efecto hace mención de los antecedentes legislativos, reglamentarios y jurisprudenciales, entre otros, señala algunos apartes de las sentencias C-398 de 1995, C-395 de 1996 y C-77 de 1997.
Es del caso mencionar que mediante el Auto del 2 de septiembre de 2013, el Magistrado Sustanciador admitió la demanda en virtud del principio pro actione, aduciendo que la demanda parece atenerse al contenido de la norma demandada y de la ley que otorga facultades extraordinarias, de allí que el accionante plantea una verdadera confrontación entre ellas.  En ese sentido el Ministerio Público, acogiendo dicha postura, se referirá en el presente asunto.

2. Problema jurídico

Corresponde establecer si la expresión demandada del artículo 166 del Decreto ley 019 de 2012, desborda las facultades extraordinarias conferidas en el parágrafo 1 del artículo 75 de la Ley 1474 de 2011 al Presidente de la República, “para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración”, al disponer que las entidades sin ánimo de lucro deberán renovar anualmente la inscripción del Registro Único Empresarial y Social.

3. Análisis jurídico

El Congreso de la República a través del parágrafo 1 del artículo 75 de la Ley 1474 de 2011, otorgó precisas facultades al Presidente de la República para suprimir y reformar trámites y procedimientos innecesarios en la administración, en los siguientes términos:

           Artículo 75.- Política antitrámites.

(…)
Parágrafo 1°. De conformidad con lo dispuesto en el numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política, revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias para que en el término de seis meses, contados a partir de la fecha de la publicación de la presente ley, expida normas con fuerza de ley para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública. 

La Ley 1474 de 2011 fue promulgada el 12 de julio de 2011, por medio de su publicación en el Diario Oficial 48.128 de esta fecha. Con fundamento en lo anterior, el Gobierno Nacional profirió el Decreto Ley 019 de 2012 el 10 de enero de 2012, “Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública”, siendo publicado en el Diario Oficial 48.308 de esta fecha, es decir, dentro del término de seis meses previsto en la ley.

De conformidad con el artículo 1 del Decreto Ley 019 de 2012, el objeto de este Decreto Ley es el de “suprimir o reformar los trámites, procedimientos y regulaciones innecesarios existentes en la Administración Pública, con el fin de facilitar la actividad de las personas naturales y jurídicas ante las autoridades, contribuir a la eficiencia y eficacia de éstas y desarrollar los principios constitucionales que la rigen”.

En el citado decreto, el Gobierno Nacional a través del artículo 166 integra al Registro Único Empresarial “RUE”, el registro de entidades sin ánimo de lucro creado por el Decreto 2150 de 1995, el de las personas naturales y jurídicas que ejerzan actividades de vendedores de juegos de suerte y azar, el de veedurías ciudadanas, el de turismo, el de entidades extranjeras de derecho privado sin ánimo de lucro que establezcan negocios permanentes en Colombia y el de las entidades de la economía solidaria de que trata la Ley 454 de 1998.
Así mismo, dispuso que para mantener actualizado dicho registro y para garantizar su eficacia, debería realizarse la inscripción en los registros y la renovación de los mismos dentro de los tres primeros meses de cada año. Considerando que el organismo que ejerciera el control y la vigilancia de las cámaras de comercio establecería los formatos y la información requerida para la inscripción, como para su renovación.  De igual manera se encargaría de la regulación de la integración, para garantizar específicamente la reducción de trámites, requisitos e información a cargo de los usuarios.

El Ministerio Público observa que el Registro Único Empresarial “RUE”, al que se refiere el texto inicial del artículo 166 parcialmente acusado, en el que se incorporan e integran las operaciones de registro, fue establecido a través del artículo 11 de la Ley 590 de 2000, cuando dispuso:

ARTICULO 11. REGISTRO UNICO DE LAS MIPYMES.  Con el propósito de reducir los trámites ante el Estado, el registro mercantil y el registro único de proponentes se integrarán en el Registro Único Empresarial, a cargo de las Cámaras de Comercio, el cual tendrá validez general para todos los trámites, gestiones y obligaciones, sin perjuicio de lo previsto en las disposiciones especiales sobre materias tributarias, arancelarias y sanitarias.

Atendiendo criterios de eficacia, economía, buena fe, simplificación y facilitación de la actividad empresarial, la Superintendencia de Industria y Comercio, regulará la organización y funcionamiento del Registro Único Empresarial, garantizando que, específicamente, se reduzcan los trámites, requisitos, e información a cargo de las micro, pequeñas y medianas empresas, y que todas las gestiones se puedan adelantar, además, por internet y otras formas electrónicas.

PARAGRAFO. La regulación que realice la Superintendencia de Industria y Comercio deberá, en todo caso, hacerse en armonía con las disposiciones estatutarias y con las contenidas en códigos, respecto de los registros de que trata el presente artículo.

De igual forma sucede con el registro de la Economía Solidaria, regulado mediante la Ley 454 de 1998, cuando señala el marco conceptual y la integración de la economía solidaria (artículo 2 y 14), en donde se faculta  a las cámaras de comercio para llevar el registro de las entidades de economía solidaria establecido en el artículo 6 de Ia Ley 454 de 1998 en los mismos términos y con las mismas tarifas previstos para el registro mercantil (parágrafo del artículo 63).
De conformidad con lo anterior, el Ministerio Público considera que la inscripción en los registros que integran el Registro Único Empresarial “RUE”, hoy Registro Único Empresarial y Social “RUES”, no es nada nuevo en el sistema jurídico, de allí que la expresión acusada no está creando trámites como lo asume el accionante.  Por el contrario, esta “incorporando e integrando” a la inscripción del registro, un registro único, esto es, al “RUES”.  Es decir, está reformando un trámite ya existente, “para brindar al Estado, a la sociedad en general, a los empresarios, a los contratistas, a las entidades de economía solidaria y a las entidades sin ánimo de lucro una herramienta confiable de información unificada tanto en el orden nacional como en el internacional”.  Tampoco es cierto que genere gastos como lo piensa el accionante, puesto que, de acuerdo con el artículo acusado, no se cobrarán derechos de inscripción y renovación de los registros que se realizan ante las cámaras de comercio.

Por lo tanto, si la naturaleza de las disposiciones que integran el Registro Único Empresarial y Social “RUES” es la de tener una inscripción de los registros de las entidades sin ánimo de lucro y de economía solidaria, entre otras asociaciones, se hace necesario que la información que allí repose se encuentre permanentemente actualizada a través del mismo acto de registro, permitiéndole al titular del registro su renovación, tal y como contempla la disposición acusada, a fin de garantizar la eficacia del registro, para “brindar información confiable y unificada tanto a nivel nacional como internacional”.

Por ende, no se aprecia un ejercicio desbordado o excesivo del Presidente de la República de las facultades extraordinarias conferidas en el parágrafo 1 del artículo 75 de la Ley 1474 de 2011, recordándose para el efecto, que dicha disposición otorgaba facultades extraordinarias al Presidente de la República para suprimir, o reformar, cuando suprimir implica eliminación de un trámite, mientras que reformar consiste en la modificación de un procedimiento ya existente. 
4. Conclusión

El Ministerio Público solicita a la Corte que declare EXEQUIBLE la expresión: “Con el objeto de mantener la actualización del registro y garantizar la eficacia del mismo, la inscripción en los registros que integran el Registro Único Empresarial y Social, y el titular del registro renovará anualmente dentro de los tres primeros meses de cada año. El organismo que ejerza el control y vigilancia de las cámaras de comercio establecerá los formatos y la información requerida para inscripción en el registro y la renovación de la misma”, contenida en el inciso 2 del artículo 166 del Decreto Ley 019 de 2012, en lo acusado por los aspectos aquí analizados.
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/NROA
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